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1. LA CUESTIÓN EN LA 
JURISPRUDENCIA DEL 
TRlBUNAL CONSTITU-
CIONAL 
El 23 de marz.o de 19X5 1, el Defen-
sor del Pueblo. interpuso rccur~o de 
inconstitucionalidad contra la totalidnd 
de 1.1 Ley 48/ 1984. de 26 de diciembre. 
reguladora de la objeción de conciencia 
y de la prestactón social sustitutoria. 
Alegaba. en primer lug.~r, una incunMi-
tucionalidad genérica de tipo formal, al 
con iderar que. daJ o que la ley en cues-
tión no rcve~tía el canh:tcr de Ley Or-
gánica. se produda un quebrantamicn 
to de la reg la de rc'en a di,puc~ta po1 
el art. 81 CE qu~: c~igc tlue deben re-
vestir ese car:ícter l:t> leyes relati\'a> "al 
desarrollo de los tlt•re f'iw,'fuudamenta-
lel ) de las libertades príblicas ". Evi-
dentemente que para la nabilidad de tal 
argumento, era nccc.,ario demostrar el 
car.íclcr de derecho fimdamemal de la 
llamada objeción de conciencia, de suer-
te que la primt:ra cucstióu que el De-
fcn or del Pueblo sometfa a considera-
ción, era la relacionada con d 11atu~ 
nomwri••o d.: la objeción de conciencta 
en el ámbito del derecho constirucional 
de España. 
En segundo lugar, t:l recurren le ata-
caba también una serie de disposicio-
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Un tk:lallado rclutn dt!l come \lo 
de r resión M>CI.II y pohiiCil que ha 
rodcadv la di'CU\Illn 'nhrc la ob¡c-
ción rtc con~1cnci.1 unte-.) de-.pués 
de lu STC 1 (J()f 1 \IH7. V" lo por un 
l'-1n id3n o tk:l M<n lmi,•nto de Ob 
JC¡,:"ttlll de Cuu..:-1rnt:l:t. \e puede en 
conornr en RlliS, XnvU'r ··La Objc 
l i~Ín dt.: Concu:ncm Moii\':Jcu.me!<t. 
lll ~lnria y 1 cgbl.1ci6n Actuar·. ed 
Integral. Barcelona l ')88 . hucncio-
nadameme he d~J.1Cftl de Indo C')e 
L'Ontc\to. p..·ull ccntmrmc: en el antí· 
hsi.' de Jo, :lrgumc!lliC'' 'llte ulilit..a 
d Tribuu.-1 Cuih lltul.lunul. nt.L\ :1llá 
del hecho c1cno <1< qur r l conlc\10 
\ucle -,cr Uct..:lmuwnlc en c1 crto~ 
ca.'\O\ <k l:l d~~.:i\1c\n de "" rnbuna-
lt,. 
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la cue..,latjn Jd car:k.1er furd:un~o-"Jl­
!~11 de la obJCCión tic conciencia tm' 
dende: 1 ..~ CUt!'t liün pur:mu:ntc- tcrmi-
nológt~o. 'lo '<lln porque. como lo 
~ut •endo nqui. IJ d~:l."htoH que wbr..: 
C\tc punto rl!..:ac tit!nt..• un not ..~bh..· 
111 p:u.:to en l 1 d.:rimdOn c.lc un d::n:-
cl~> <U) .1 fton<Llfllrm.uídod no <e dt, 
<'ulc 1 me rd icrll " !J hl:>crtad odcoló-
¡:tco y rdígtmo tic! an . 16 C'E. " no 
tJ1mbicn porque ~r.oum 1t1 !<!CIIlllnn Ja-
\lot de Luco,, Ü1lc,l•> Vidnl y Ma 
ría Jow t\non .. ,,,M l(Uc ion del cu-
r(l( tpr d~· dtrr~ho (í,,,Jom~ntal a /u 
ub)t't. uín dt ,·um ltncw ... da lugar u 
mm trrc:umtntnfit'm {J{'Jtt*rior rhri 
J(tJu a ~~ ~garqu, la u i'.)tC'U)ri ili! ccm-
.;,.,,c;u 'it 'tl 1m Vt ~t!trtlt•rn r.lerulu.~ 
~NHcmm·u . .''. Eu .. Ley ) Cuncicn-
t.. il mol'o1l leg •• lihh l.~ y llhlral críuca 
~11 la Up!JC3CIÚil dd UCrccJto". edi-
CIÓn n cargd d~ {ircrono Pec-:s Bar-
""· Umv. C'arlo' 111 y BOE. Madnd 
i'i•H. p. 11 5. 
12 
ncs en panicular. de la refenda le) ) de 
la L~y Orgánica 8/1984, reguladora del 
régimen de rc~ursu~ y régimen penal en 
rnntcria de obje~iún de conciencia y 
prestación social ;ustitulori;L 
La ;emencia a que dio lugar dicho 
recurso lleva la referencia 160/1987 y 
marca un importante pun1o de innexión 
a la hora de comidcrar la posición del 
Tribunal Con~l ituciona l en malcría de 
Objeción de Conc icn~ia. 
La prcscnlc ponencia apunta a ana-
lizar prcc i ~amcnlc el problema que se 
suscil:l en lorno al sraru< llilr'Jtlatim de 
la objeción de concienct.l. por lo que el 
centro de análisis "ersar:í principalmente 
~obre la primera de las queja; del recu-
r-rente). sólo tangencialme111e tocará lo 
rclalivo al resto de planlc:unicnlo> ven-
tilados en la decisión dcl trihunal. 
Provisoriamcme, par<~ ccnlrarel aná-
lisis de la senlencia. la cuc\lión podría 
plnntenrsc en lo; siguienle< términos: 
Es la objeción ele conciencia un de-
recho fu ndamenlal en el ordenamiento 
con~titut:iona l c;pañol'!· 
En MI rccur~o. el Dcfcn~or del Puc-
hiiJ parece dar por scmado rma rnpue;-
la a linnativa, limitándose a señalar que 
ello es a;f en fu nctón de la doctrina. el 
Derecho Consti tucional comparado y el 
Derecho Imcrnacronal Público del los 
Derecho> Humano~. 
"Para el Defensor del Puehlo ... el 
derecho a la oqiecirín de r oiii'ÍI'Iwia 1'11 
lllllleria de sen·icio mi tirar <no es me-
mmeme la exención de 1111 deber. suJo el 
reconocmriemo de 1111 derecho básico de 
la persona lurmar1a de rango curwiru-
ciolwl y gara111izado por la 1ruela máxi-
ma - el recur.<o de ampanr-que la pro-
pio Cmr flilrwitin e,·W/J/PcP para los de-
reclws fimdammwle;> Com•ergerín11 
err esta tesis jrrríd1ca tamo los análrsis 
de la doctri11a ciem((ica (Peces Barba. 
Pére: Lwio. Sá11chez Agesta, L Martúr 
Retrtrtillo. Priero Sa11cltís. Semmo Al-
berca). cuamo las 110muu del Dereclw 
Canllitucional comparado y las del 
Derecho imenwcimwl ptíblico sobre el 
cmumido y la tmelrr de tus derechos 
hm1wrws " (antccedcnlcs STC 160/ 
1987) 
Dando pues por supuesto el hecho 
de que la Ohjeción de Conciencia e; un 
derecho fundamental, el rccurrenle de-
dica m:ís csfu~rws argumclllatJvos en 
mostrar que siendo ello a;í, se quebran-
ta la regla del an. 81 al rcgular;c la; 
cuc,lione; inherentes a !al derecho me-
diante una ley que no rcl'tste car.íctcr 
orgánico (V~r anlecedcnles. punto 6 
molivo Primero). Sin embnrgo, entre 
c>tos argumentos, rea l i;¡;1Higunn~ afir-
macionc~ que se relacionan dirccl:unen-
te con la te~ is ;obre el carácter fu nda-
mental de la objeción de conc1encia. Me 
rcli~ro concrelamentc a las siguientes 
alirmacioncs: 
.. .. el derecho a la objPI'itÍII de cnll-
c ieucia es 1111 derecho fwulanwutal de 
la per.wrw. W/110 SI se le co11sidem 
C111/ÓII01110111ellll'. CIIGJIIO SI Se le \•in-
Cilla al derechofimdamemal de liber-
tad religiosa o ideológica conwgra-
do m el artículo /6 CE; ... 
11. .... la libertad príb/ica ytlerec/w fim-
damemal es la libertad üleoltigica y 
.l'll fiiV_l'eccitiu, la /iiJnlod de objecitin 
rfe COIICieiiCÍa. " 
F~\ prtti~omcnlc la ''inculación en-
tre objeción de conciencia y libenad de 
conciencia la que abre el campo de dis-
cusión y obliga a replantear la pregunta 
inic1al este amílisis. 1ransformándola en 
los ~i_guieme. términos: 
Es la objeción de conciencia una 
mani fcslación o una panc del conteni-
do esencial de la libenad de concien-
cia? 
Existe consenso sobre el hecho de 
que la Constitución Espariola recepta la 
libenad de conciencia como un derecho 
fundamental a tra1•és de la fórmula ·'li-
bct1ad irleológica y religiosa·• del art. 16. 
De este modo. una respuesta afirmativa 
a este último interrogante reforzaría la 
tesis de que la Objecr6n de Conciencia 
e> un derecho luno.Jamcntal. porque en 
rc.tlidad 11t1 'crí" otrn que el dcrcd10 a 
la lihcrtad de ~oncicncia en U lid de ,u; 
ntanifc, lm: iunc~. 
Nos preguntamos si hubo de parte del 
defensor del Pueblo algún fundamento 
que pennitiera vincular de tal modo la 
objeción de conciencia con la libertad 
de conciencia. de suerte que se pudiera 
sostener que aquélla panicipa del carác-
ter de derecho fundamental de é>ta. De 
leciUra de la sentencia parece surgir que 
el recun-entc se limitó en este sentido a 
invocar la doct•ina cst:1blecida por el TC 
en su sentencia 15/1982 (ver anteceden-
tes punto 4). 
Cuál era la si tuación que dio lugar a 
aquella 'cntcn.:ta y qué dijo concreta· 
mente el TC' wn relación a e;ta cues-
ti<in'! 
En aqud contexto. la ímica norma 
suhcon; tilllcional que se refería a la 
Objcrit\n de Cont·icncia al Servicio 
Miliw era el Real Decreto 3011/1976. 
que la rclltringía a los casos en los que 
se alegaran motivos religiosos. 
Dado el carácter preconstitucional de 
dicha nomta y entendiendo que la Cons-
ti tución Cl> tablccía un nuevo marco nor-
mativo para la Objeción de Conciencia 
que necesariamente implicaba un alcan-
ce mucho más amplio. muchos objeto-
res se presentaron alegando otro llpo de 
moti,os tales como lo' relacionados con 
las convicciones morales o filo ólicas, 
o como en el caso que dio lugar a la ;en-
tencia 15/1982. motivos "personales y 
éticos" (STC 15/1982 de 23 de abril. 
antecedentes punto 1) 
La negativa de las autoridades a re-
conocer una excepción no prevista en 
la legislación vigente. rdort.ada median· 
te el argumento de la falta de regula-
ción de las disposiciones de la CE so-
bre la materia. llevó la cuestión ante el 
TC por vía del recurso de amparo, ex-
presamente concedido por el art. 53.2 
CE. 
La posición denegatoria de tales ca-
\O' de objeción. rcprCM'ntada cntom:c~ 
por el abogJdo dd E\taJu. ,o.,trní:t que: 
" ... en puridnJ el daeclw a la o{,Je· 
cicí11 de conClel!da no es reí rea>11ocido 
e11 la CoMtitucrrln erpwiala, pw:.1· el 
artfculn 30.2 dr la mijiiW, allw1itarse 
a establecer que <la lev r·egularrí con 
/a; debutas garantfa.1· lo ob¡eción de 
CO/Il'Íellcia>. cmrtiene 11110 declaracrón 
obiertn, esto es. 1111a n•llzi.1i6n al let:ij 
lador que afectan In ¡nopia 1'\i.,tencia 
del dercclra y 110 stílo a su configura-
ción" 
Frente a esta doct rina que niega que 
exi,ta un tal derecho a la objeción de 
conckncia en la en. limitándose en lodo 
ca>o a considerarla una mero caso de 
excepción al servicio militar condicio-
nado a una regulactón legtsiJtÍ\ a c'pe· 
cffica. el TC n:spondití: 
"Nuestra Cmt.IIÍiuciáll dt-clam lite· 
wlmeme en s11 artículo 53.2. <in fine> , 
que el recurso de ampam ante el Tribu-
nal Crm.llilllciOIUII <.~erd aplicable a la 
objeción de concienc za reconoc1da en 
el artículo JO>, y allwrerlo utilizo el 
mismo u!mlino. <reconocida>. que en 
la prrmerafrase fiel pánafo 1" del ella· 
do artículo, cuando establece quP <los 
derechos y libertades reconocrdas c·n el 
Ca¡Jítulo 11 del preseme Tfwlo vinculan 
rz todos los poderes públicos>. A su ve¡;, 
el pmpio ptirrafo 2" del articulo 53 
equipara el tratamiento jurldico-crm~ · 
titucio1ral de la objeci611 de conc1encia 
al de ese núcleo especialmellle piVtegi-
do qr1e so1rlos derechos flmdamemales 
y liberwde; públicas qrw se recOIIOC en 
en el articulo¡.¡ y e11 In Su·riún Prime-
ra dd Capítulo 11 del Título l. 
Por otra parte, tanw la doctrina 
como el derecho comparado afirman/a 
conexión entre la objecrtín de collcien-
cio y la lrberrad de concrenc1a. Para la 
doctrina. la objeción de conciencia 
constilllye 1ma especificación de la li-
bertad de cm1ciencin, la cuál suporte no 
sólo el derecho afamrar libremtmte la 
propia collcil!ncia, sino también a obrar 
de modo confomtc a los imperativos de 
lamrsma." 13 
Con rdación a c:;tu ;,entcncia ha 
ol"crv!lllu Guli lcnno E1cobar Roca 
- t?lt •• ¡..~, Ohjtcilín de Cum:iencw en 
la Constitucr6n T.<pnrio/o ", Ccn1ro 
de E>IUd iC>\ Comlrlucionulcs. \1a-
dnd 1993. p. 1 N-: "Dt la Sl'lllttr· 
cio SI! drs1ucmle que. awutut el ar-
rfculn J0.2 tlt lo Constituri6n no 
txistrrru. el dnrdro trio o/J¡tclt)tr de 
concitm w al .\trvicio militar t•sta -
ria rC<. CJIICJt u/u, ¡.:racro.s ul artírulo 
16. 1. Sm t•mlmrgo, si e, In ft'lltcu 
da re.Htltu dam lll conexrón emre 
liherrad ldt•o/dgim y t-eli~iu>a) "" 
jt·dóll o/lcn•r,·w militar. 110 pt~rere 
qut purda drrlue~rse de wl prumm· 
riami~mv t.mu o¡x:r6n drl Alw 1 n· 
bunal t'll fawJr dtt un dtrtcho g t'l tt-
mJ a la ubja:rón ele t'Uilcrencin". 
Aunque en princ1p1o ~1\10 e~ ac;í, no 
comparh,) plenamente c:,lJ opuuón 
porqu!.!.como"-Cpoclclad\renir. si no 
cxi;~iern ~1 30.2 > P.:>C a e liÓ el TC 
rel:ouocicru In ohJCCitm de concicn-
cra en funcr6n del 16 CE, 110 >C ve 
con qué rn1:umcmo é~la dcb:l hmi-
'""" ol deber del scrviciu mihlur. Ver 
mfrn. 
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agregando un poco 1mís abajo: 
"Y. puesto que la libertad de can-
dencia es tma cuncrectón de la liber-
tad ideológica que r1tli!Stra Corwiwción 
reco11oce en el nrrfculo /6, puede 
nfi mwrse que la objeción de conciencia 
es 1111 derecho reconocido explícita e 
implicitamente en !tt urtlenaciórl cmuti-
tuctonal espmio/a, sin que contra In 
argumemaciórzexpuesta tenga 1•alor nl-
gtmo el !techo de que el artículo 30.2 
emplee lo expresión <la ley regulará>, 
la cual no significa otra CIJ,\a que la ne· 
residad de la <inlerpositio legislatoris> 
no para recmwcer. ;inu. como las pro-
pias palabras indiccm. para <regular> 
el dereclzoenténninos que pennitan su 
plena aplicabiltdadrcflcatia "(STC 15/ 
1982 F.J . 6) 
Tal ve'" se comprenda meJOr ahora la 
confian7a del rccurrcnle en la i111 oca-
ción hecha a es1a ;en1e11cia. 
El 1 ri bunal. en es1a sentencia. pare· 
ce hacer depender el rcconocimicn!o 
con~l ilucional del derecho a la Objeción 
de Conciencia de w l'inc11lación con la 
libertad de concienda. Aunqtle el TC 
no dice exprcsamemc que la Objeción 
de Conciencia sea un derecho tunda-
mental, incquívocamcnJc la considera 
co111o una manifestación de la libenad 
de conciencia. Una manifestación con 
alcance específico y hmuarlo a la po~i­
bi lidad de ser declarado ~xcn lo del de-
ber jurídico de defender a &paña. Es1o 
surge claramcnlc del pftrrafo siguiente: 
"Ahora bien, u cliferetJcta de lo que 
ocurre con otras manifestacinne~ ele la 
libertad tle conciencia. el derecho a la 
objeción de COIJCiencin trn consislefim· 
da mentalmente en In garantía jurídtca 
de la abslención de una detenninada 
conducta -la del sen•icio militaren este 
caso -. pues la objeción de conciencio 
emrafia u11a excepcional exención aun 
deber- el deber de defemler 11 Espaíia-
que se impone con carácter general en 
el artículo 30.1 de la Constitución y que 
con ese mismo carácter debe ser exigi-
do por los poderes príblicos ·· CSTC 15/ 
1982 F.J .7) 
AunqtiC cun alcance limiJado a la 
exención del servicio militar. pnrcc~ cla-
ro que la Objeción de conciencia es vis-
la como una manifestación a la libenad 
de conciencia del an. 16.' 
De modo que, volviendo a la STC 
160/1987. cuando el Defensor del Pue-
blo invocaba la doclrina de la senlcncia 
1511982 eslaba soslenicndo la tesis de 
que siendo IH Objeción de Conciencia 
una manifestación de un Derecho fun-
damental. correspondía a ella igual tra-
lnmienlo. 
Ex istían o1ros pronunciamientos del 
TC que profundilanm c~las raLOnes y 
que hubieran podido lracrse a la discu-
sión en caso de la 160/1987? 
Hubo o1r:1s sentencias que siguieron 
la línea de la 15/1982. Sin embargo. la 
doctrina de esl,\ sentencia iba a resuhar 
mcomplelól. porque no pnrcce claro 
cómo, ,i la objeción de conciencia era 
una manilc~laciiÍn de In libcrlad ideoló-
gica ex art. 16 CE .. debía limitarse a ser 
una simple exención al deber de defen-
der a España. Si el TC había admitido 
que la Objec1ón de Conciencia era una 
manifestación del derecho fundamental 
del an. 16, debía eslar aceplando implí-
citameme que, cu función de lal dere-
cho fundamental. cualquier deber jurí-
dico que exigiese un sacrificio suslan-
cial e injustificado de las convicciones 
ideológicas de los individuos, debía ser 
susceptible de ser revisado constilucio· 
nalmenle a la luz de dicha norma. 
Es1a ló_gica s!J!uió el TC en un fallo 
que curiosamente no aparece mencio-
nado en la STC 160/1987, ampliando la 
posibil idad de objeción de conciencia a 
otro lipo de deber jurídico distinto del 
de defender a España. Me refiero a la 
STC 5311985, surgida con molivo de la 
CI1Csli6n previa de inconslilucionalidad 
presentada por un grupo de diputados 
en comra del proyec1o de ley que pre-
tendía modificar el régimen penal del 
abono. Enlrc las muchas observaciones 
que se plantearon en contra de es1e pro-
yeclo. una de ellas se refería al hecho 
de que no se había previslo la objeción 
de conl' icncia de 1m prufc:.iunales que 
pudiesen resultar afectado; en su; con-
vicciones personales. Aunque la cucs-
tiún era absulutameme secund<~ria en 
comparación con los argumentos cen-
trales que se pusieron en discusión, el 
TC se refirió especili~:amcnte al punto 
que nos interesa cr1 estos término': 
·'No obstunle, cabe sc1ialw: por lo 
lJ''e se refiere al derecho a /u objeción 
de conciencia, que existe y ¡mede ser 
ejercido COl! independencia de que se 
hnya dictado o '"' tul regulación. La 
objeción de nmcienciaforma parte del 
cou/euido del derecho jimdamental ala 
libertad ideológica y religiosa 11'1'/J/111-
cidoen el an. 16.1 de /u Ca11.1tituciiín y, 
couw ha indicado es/e Tribunal eu di-
versas ocasiones. la C(JIWiltlción es 
direclamm/e nplim ble, es¡Jecialmen/e 
en materia de derechosfimdamemule.l'' 
(STC 53/1985 F.J. 14) 
Según esto, la posición del TC asu-
me la tesis amplia de la objecicín de con-
ciencia' . fundada en la consideración de 
ser ésta una manifestación del derecho 
fu ndamental a la libertad ideológica y 
religiosa. En consecuencia. goza de apli-
cación inmediata (lo que guarda rela-
ción con la doctrina del contenido mí-
nimo de los derechos fun damentales y 
que ya había sido sostenido con re ·pec-
Io a la objeción de conciencia en la STC 
151l982) y, lo que es más importante, 
como todo derecho fu ndamental, resul-
ta oponible frente a cualquier tipo de 
deber jurídico que exija un sacrificio 
injustiticado de los bicnc~ . facu ltade~ y 
prerrogativas ((LIC lo configuran como 
tal. 
De lo anterior puede deducirse que. 
si como dijo el TC en el párrafo citado 
"tal derecho existe'' y puede ser direc-
tamente aplicado para oponerse a un 
deber que nada tiene que ver con el de 
defender a España, tal derecho nada tie-
ne que ver- valga la redundancia- con 
el art. 30.2, sino que se deriva directa-
mente de 16 CE. 
Con estos elementos veamos ahora 
cuál fue la postura del TC en la senten-
eiu 16011987. en lo que hace a eMa cues-
tión. El TC fija supo. turnen d ~iguicn­
te párrafo: 
··se trata. ¡JII t'S, dt> 1111 derecho cmiS-
Iitucional reconncido por la Norma .1'11-
prema en su arliculo 30.2, pmle~tdo, sf. 
por el recurso de t1m¡mro (nrl 53.2), 
pero cuya relación cmt el artlí'ulo J 6 
( ltbel'lad ideoltí,(licu) noautori:ani per-
mite calificarlo de frmdunwlllol. A ello 
ob;ra la con.•ideracirí11 de quP '" 11Úd•'" 
o comenido e.wmcilil - aquf .111 jillnli· 
dad concreta- consiste en CIJ/tSIÍt11ir un 
der~clw a ser declarado e.1e111o del dP-
ber general ¡/¡• prestar r/ .1en •icio míli-
tor(no simpl~meltte a 110 prc.llnrlo). ~IIS­
Iituyéllllolo, m lit caso. por lii!G pre.,ta-
ciólt social.lustiw roria. Cmt.llituw , e11 
ese .\Cut ido. ww excepctÓII al incwnpli-
miemo de wt debt•r ~e11erol. ,o/am.:me 
pennitidaporel arlfclll(l30.2. ett Cttan 
10 que sin ese reconocimie/1/o constiw-
cimurlttO podría ejercer.1e el c/ereclw, 
ni siquiera al amparo del de libertad 
ideológica o de CIJIICienCI(t (arr. 16 CE} 
que, por sf mismo. rw \'e na suficieme 
para liberar a lo., ciudadrmo.1 de debe-
res COitllilllcirmale,, o ' 'suhcon~tim­
cionale.l" por uwtit•o.~ de nmciem·ia, 
cw el riesgo anejo df' relativizar los 
mandatos juridicos. Es jusrameme su 
nmurale::.n excepcional - daecho arma 
exención de norma genaal, a rm deber 
constitucional, como es el de la defensa 
de Espmin - lo que le caracteri;:a como 
derecho constitucional autónomo, pt!l'o 
nojimdamemal, y Jo q11e legitima al le-
gislador para regularlo IJorley ordina 
ria "con las debidas gara11tía~ ".que . . ~1 
por u11 lado son debidas al obji!IIJJ; l'ie-
nen w imismo delerminadas por los exi-
gencia defensivas de la comtmidad 
como bien cmzstiwcionaf' 
Aunque el párrafo es ba•tantc c;-.plí-
cito. es importante de. tacar sus princ.:i-
palcs afirmaciones. que podríamos re-
sumir en las siguientes: 
l. La Objeción de Conciencia es un de-
recho constitucional reconocido en el 
an. 30.2 de la CE. 
2. La relación entre la li bertad ideológi-
ca del a11. 16 CE y la Objeción de 
' En ngor. lo que >quí 0\Unle el TC' 
... ~ Ull cl le'i' anJplia :,obre el cOnll!· 
rudo del an . 16 • .:.< dcc~r, ,obre el 
alcance ud dcrech<> rundamcnlal 
nommado cnmo lioonad rdeo16gi-
"'a y religiO ... a. T<.lJ mlc.cpret.ac1ón e:' 
la <]LIC e\l>endc el alcance de dich,¡ 
nonllll pam<:mmúcrar a la Ob¡ce16n 
de C"onc1encin como parte de -.,u 
conu.·nido ' ' ..:omo una forma de 
mamlc<tan<'inde Jal derecho fund.1 
mental. Pero. ::J "'U \oC/. 1amh1én \e 
crat.i .lctuí una concepción runpha 
~obr~ 1 ra obJCCJÓn de conctcncm en 
-.( nwan.1. Estn e~ asi. dc-'ide que ~e 
planlca l.1 po'ib1hdnd de ohjccwn 
en comr.1 de un deber paro el cuál 
C"la no ha !!lUJO C!'!pc:CI rkanll.!lllC prc· 
"i ... la 
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Conciencia no es suficiente para ca-
li ficar a ésta última de derecho fLm-
damental, 
3. La objeción de conciencia en cuanto 
derecho, consi,te esencialmente en la 
posibilidad de ser declarado exento 
del deber general de prestar el sem-
cio militar, y tal e:-.cnrión e;. po~ ible 
sólo en virtud de la permi>ión expre-
sa acogida por el an. 30.2 CE 
4. La libertad ideológica o de concien-
cia no sería suficiente, por sí misma. 
para liberar a los ciudadanos de de-
beres constitucionales o "subcons-
titucionales·· por motivos de concien-
cia. 
5. La objeción de ~uncicnc i a es catalo-
gada como un derecho conMitucio-
nal autónomo, no fundamental, ca-
racterizado por su natur;tleza excep-
cional. 
Queda así fijado el marco inter-
pretati vo que establece el status norma-
tivo de la objeción de conciencia y que 
marca. hasta ahora, la postura del re 
en e~ta materia. 
Postura que fue igualmente consoli-
dada en la sentencia 16111987. resuelta 
en forma conjunta con la 16011987. que 
fue producto ele diveroas cuc:;tioncs de 
inconst itucional idad planteadas por la 
Audiencia Nacional. especialmente re-
lacionadas con el problema de la obje-
ción de conciencia sobrevenida. Juego 
acumuladas por el re. Lo que merece 
<(P.r .dP.~L:u:arlo en 1~ lói /ICJR7. e• pue el 
Alto Tribunal se expresa en términos 
categóricos que dejan translucir una 
concepción sumamente restrictiva de la 
objeción de conciencia. 
"Para resolver esta cuesti6n convie-
ue. eu primerrénniuo. exammarlafor-
ma en que la Constitución configura la 
objeción de coucimcia. Se lwta cierta-
mente, como se acaba de decir. de w1 
derecho que ~·upone la concreci6n de la 
libertad Ideológica reconocida en el 
artículo 16 de la Norma suprema. Pero 
de ello 110 puede deducirse que no.1 en-
Clllllfl'mll\ /lnll" Unllfllll"ll .\" Silllfllt' 1/flfl · 
¡·acilín dt• diclr11 lillt'l'ltld. /..¡¡ ol,jecián 
de CO/IUCIICill COl/ 1"1/fÚCtel" ,~eJIU<II, e.¡ 
deri1; el dereclw a .1er eximido del wm-
p/imiento de los deberes ctmltituciona-
les o legales por resrtlwr e1e CWIIfJ/i-
mielllo co11tmrio a las propias cmtvir-
cinlles, 110 est6 reconocido 11i cabe ima-
ginar que lo esmviera en11uestro Dere-
clw o en Derecho alguno, pues signifi-
caría la negaci6n misma de la idea de 
Estado. w que puede ocurrir e.1 que sea 
admitida excepcionalmeme respecto a 
un deber concreto.·· ..... Debe pues, 
considerarse el derecho a la object6n 
de conciencia la prestación del sen•icio 
militar obligmorio co1110 1111 derecho 
aw6nomo, cuya conexión con la liber-
!lld ideo/6gica 1111 impüii6 al COIIStitu-
ycnte conji¡: r1rarlll en lafnmra que esti-
mó oportull(t. Tanto es asi que el artícu-
lo 53.2 de la Nomra suprema le otorga 
de manera expresa la tlllela dd recur.m 
de amparo, lo que seda innecesario si 
se tratase de una mera aplicaci6u de la 
libertad ideolrigica gllrallli;.adtl en l'le 
articulo /6, pues en/lmces bastaría para 
recurrir en amparo pur ¡)().1ibles vulne-
raciones del derecho a la objeci6n de 
conciencia con m1·ocar dicho artículo 
16, que de acuerdo con el mismo arli-
culo 53.2 esta prote~ido por aquel re-
cw·sc,-· 
Después de esta breve reseña sobre 
las cxprc~iones del TC refendas a la 
objeción de conciencia, creo que se im-
pone reexaminar algunas de dichas cues-
tiones volviendo a insistir en la vincu-
lación entre Libertad de Conciencia 
(L. C.) y Objeción de conciencia (O.C.) 
2. ALGU~AS REFLEXIO-
NES TEÓRICAS SOBRE 
LA RELACIÓN ENTRE 
LIBERTAD DE CON-
CIENCIA Y OBJECIÓ~ 
DE CONCIENCIA 
Podríamos plantear, para comenzar, 
que para que exista la posibilidad de que 
una objeción a un dche1 jurídico gene-
ral por motivos de conciencia tenga al-
gunn chance de aceptación por parte de 
!u~ tribunales de un E:.tado, parece nc· 
ces ario que ese Estado haya reconocido 
al menos un derecho geneml que prole· 
Ja la libenad de conciencia. Es decir que. 
pa1 a poner un contra ejemplo, en un 
E.\tado en el que la libe11ad de concien-
cia nu e tá garantizada por el or<kna-
tntemo como derecho indi\·idual. serfa 
!lusono plantear con alguna e;peranza 
de éxito una objeción a un deber. fun-
dada en JllOtiVOS de conCJCncia indi\ i· 
du~l. En un Estado con e~a~ caractcrís· 
ticas.la conciencia indi\'idual suck ser 
irrelevante desde el punto de vista jurí-
dico a la hora de establecer los sacrifi-
cio; personales por medio de la impo~ i ­
ci6n de deberes. En un contexto a\Í no 
le quedará a lo~ ciudadanos que preten-
dan hacer valer sus convicciones indi-
viduales frente a deberes legales, otro 
camino que esperar la modificación del 
ordenamiento o bien propiciarla me-
diante vías autorizadas o de facto. 
Pareciem entonces, que para que la 
objeción de conciencia opere cxito-
~amente dentro del ordenamiento jurí· 
d i~u. esto c.s al margen de las hipotéti· 
cas da~ de facto rcsi~tcnc ia o dc~obc· 
dtencta civil, debe darse como pr~su· 
puesto el hecho de que dicho ordena-
miento ha) a reconocido que la conctcn-
cia indi\ idual constituye un bien digno 
de protección y ~ca así un argumento 
relc\'antc desde el punto de vi>t<1 jurídi-
co. Esto es lo que ~ucede normalmente 
en los Estados democrático~ que adop-
tan los princ1pios básicos del pensa· 
miento liberal de Jo derechos humanos, 
incorporando un núcleo de derechos 
fundamentales en sus constituciones. 
entre lu> ((LJC generalmente se encuen-
tra la libertad de conciencia, en su do-
ble faz negativa y positiva. 
Asf pues. la primera relación lógica 
que se puede establecer entre libertad 
de conciencia (L. C.) y objeción de con-
ciencia (O.C.), asume el tipo de una re-
lación condicional en la que la primera 
funciona como collllició11 11ece;urin de 
la segunda. Y lógicamente también se 
podr5 decir. por la estructura del condi-
cional. que la segunda es condición su· 
jil'lenlt de la primera. Simbólicamente 
c>to pudria formula~ se así: 
o.c. ~ L.C'. 
Ahora o1en, la cuc,tión qnc 'e trata 
de dilucidar) que ¡;reo que eM(I en jue-
go en la di~cusión que tuvo lugar en el 
ámbito del TC con motivo de la STC 
\6(l/1987 \' ~u> con igUJentes. e~ la de 
si c., admi.sible \.1 relación uwersa. S 
decir. si es ~uticicnte el r ~ctmocimicnto 
expreso de la libertad de conciencia para 
que de ello quede implicado necesaria-
mente 1111 derecho a la objeción de con-
ciencia, m~ allá de que exista una di~­
¡x»ición cxpre>a que lo ti¡)ifique como 
una exención al deber del ~cf\'ICÍO mili-
lar. Vale decir. que la cuestión pasa por 
detcrmmar ~i e admtMble la relación: 
L.C. -7 O.C. 
Esta es la formulación que el TC 
parece rechatar cxpre;A mcnt c en los 
párrafos transcriplos de la STC l 60f 
1987, especialmente cuando ~osticne 
que. de nu estar expresamente mencio· 
nado en el a11. 30.2. el derecho a la ob-
Jeción de concie ncia no podría ejercer-
se ·•m s1quiera a/am¡mm del dP lilwr-
tad ideoló.~1ca o de cont'it'Hcia (art. 16 
CE) que, por sf 1111.m10. 110 sería sufi-
ciente para liberar a los ciudadanos de 
dehere' ronstit11cirmales o "subcons-
titucionale.l" por IIWIII 'il~ de concien-
cia, con el riesgo anejo tfp rP/ath·i~ar 
los mandatosjurfdico.1 ". 
En su rechato. el TC da un pa>o m:ís 
allá y ya no sólo habla de la objeción de 
conciencta al &Cf\ 1cio mi litar, sino que 
habla también de la ineficacia de l art. 
16 para ejercer una objeción de concien-
cia de carácter general. por eso se refie-
re a deberes conMitucionalc o "~ub­
constituciunales'' de fonna indetennina-
da. Y es que, como dij1mos al inrrodu-
cir el comentano a la STC 5311 985. pa-
reciera inconsecuente admitir que la 
O.C. resulta implicada por la L. C. y lue-
go querer reducir el akance de la O.C. 
;~\ caso del deber del servicio militar. 
Esto es así. a menos que se pretenda in-
currir en la extravagancia que signifi-
carla asum1r la improbable hipótes is de 17 
L .. -..111 cuc:suón, además OC h.,bcr !<~Id\, 
uno de lo:, molÍ\Il'h c\pcdfico-. del 
recur~o de incomliluc•mmlaJnd. fue 
la ~au1a dd voto en rli<irlencia del 
M.tg¡strado remando Gurd:>-Mon ~ 
Goru.ále7· Regll<'r.tl 
' GASCON ABELLAN. Marinu: 
"Ob<.'dtcnc" nlllcrccho y ObJCCtón 
de Conctencia''. Centro de &tud10:. 
Con<titucion.11e,, Mnctnd 1990. p. 
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que nmgún otro deber fuera capaz de 
t:xigir igual o mayor grado de sacriticio 
de las convicciones indi1•iduales. con el 
mismo nivel de justificación o injustift· 
cación. que el que exige el cumplimiento 
del ervicio armado. 
En el fondo el reclmo a la implica-
ción sugerida está dirct:l<Jmcnte relacio-
nado con el rechazo de un dcrct:ho de 
obJc ión de conciencia de alcance ge-
neral. Esto ~e expone con más claridad 
en la STC 16!1!987. cuando dice: ''La 
objeci611 de cm1ciencia c011 carácter 
ge11eml. es decir, fl den•l'iw a ser exi-
mido del cump/imiemo de los deberes 
COIWilllciOI!a/es o legales por re.wlwr 
e1e cumplimiemo commrro a las pro-
pias mnvicciones, 110 esrá reconocido 
11i C(lbt: imaginar que lo esrm•iera en 
nuesrm Deref'ho o en Derecho alxuno. 
¡me.~ sigllificaría la negación misma de 
In id en de Esradu. Lo que puede ocurrir 
es que sea admirid11 e.lcepcionalmeme 
re1pecto a un deber cmu:rero." 
De modo que por esta vía lo que está 
en juego es la reducción del significado 
de la objeción de concicnát a un caso 
particular de excepción del deber del 
·ef\·iciu militar. Acotado así el signifi-
cado de lo que se enuende por objeción 
de conciencia. ésta no se diferencia de 
cualquier ot:ra excepción, tales como las 
que se fundamentan en problemas de 
salud o problemas socioet:onómicos. Así 
las wsa~. la objeción de conciencia se 
limita a una cuestión empírica. de en-
cuadre nonnalivo de un pr~~upucsto fác-
tico. No resulta por ello extraño que el 
TC no rechace los mecanismos de in-
vesugacwn sobre la autcnllcidad de los 
mouvos, punto que también fue cues-
tionado en el recurso del Defensor del 
Pueblo por vulnerar la intimidad del 
objc1orS. 
Ahora bien. si se mira con cuidado 
el modo en que el TC ha rechazado la 
relación L. C. -+ O.C, se puede percibir 
que, en realidad, ellénnino que ha sido 
acotado en su significación, en primer 
lugar, ha sido el de la Libenad de Con-
ciencia. Negando la calidad de condi-
ción ~ufic ienle del antecedente. se ter-
mina negando el consecuente. Esto es 
exactamente la antítesis de la doctrina 
extractada de la STC 5311985. La con-
tradicción es evidente. y conlleva, se-
gún creo. dos consecuencias que pue-
den resultar inconvenientes. 
En primer lugar, limila peligro-
samente la clicacia del an. 16 !'rente a 
la imposición de deberes por pan e del 
legislador que puedan afectar las con-
l'icciones individuales de los españoles. 
al hacerlo moperante por sí mismo frente 
a dcbcre. "subconslilllciona les'· tal 
como expresa el TC. En esta línea con-
tinuó la jurisprudencia del TC en las 
STC 321/94 y 55/1996. En ésta última 
se expresa con más claridad todavía la 
limitación del an. 16. puesto que ya no 
usa el modo potencial que llliliLara en 
la 16011 987, sino que opta por un indi-
cativo que torna categórica la afirma-
ción: 
"En nmw. cortw hemos reiterado ert 
otras re.wluciones, w pena de mciar de 
comenido los mmularos legales, el de-
redro ala libertad ideológica recmroci-
do en el arr. /6 CEno resulta por sí solo 
.wjicierrre para eximir a los ciudadanos 
1/()r motii'Os de cor1ciencra del cwnpli-
mremo de tleberef legalmente eswble-
citlos. con el riesgo aparejado de 
relativiwr los mwulfi iOs legale1·" (STC 
5511996 F.J. 5) 
Con Cl>ta consecuencia. el TC pare-
ce olvidar que el respeto por la concien-
cia individual que impone el an. 16 es 
un mnudalo constitucional y que, en un 
sislcma donde impera un orden consti-
tUCIOnal. Ja 1•auaez ae 1000 rnanoa1o tt:· 
gal debe ser relativa. en fu nción de la 
interpretación de la Constitución. Po-
drían encajar aquí las palabras de Mari-
na Gascón Abellán referida~ <ti funda-
mento 3 de la STC 16011 987: 
"Segrín creo, en lugar de hacer una 
interpretación constitucional de la ley. 
el Tribunal parece haberse inclinado por 
una imerprctación de la Coustiwción de 
acuerdo C011la ley'' 6 
En segundo lugar, al reducir el al-
1¡ 
•¡ 
'l 
canee de témliJJO objeción de concien-
cia crea una incosecuencia termi-
nológica, pues existen diversas situacio-
nes en las que dicha expresión continua 
siendo utilizada en el ámbito jurídico 
para referirse precisamente a casos de 
colisión de la libertad de conciencia con 
imposiciones legales. Véase por ejem-
plo la Ley 511 999 del 21 de mayo de 
ordenación farmacéutica de Galicia 
(BOE 17-6-99 W 144): 
Arrículo 6. Objeción de Conciencia 
Ln admmistración sanitaria garmr-
ti~ar~í que el derecho a la objeción de 
conciencia del profesional fannacéwi-
co no limite o condicione el derecho ll 
la .1alud de los ciudadanos. Cuando .IP 
pradu,ca tal circwwancia, la Come-
1/ería de Sanidad y Servicios Sociales 
podrá adoplllr medidas excepcionales 
que, presen·ando el derecho a la obje-
ción de conciencia garamicen el dere-
clw a la sal !Id del ciudadano. 
Igualmente cabría hablar de muchos 
otros casos de objeción a deberes lega-
les por mzoncs de conciencia no con-
templados y que se podrían esgrimir en 
función del arL 16. El caso de los médi-
cos en relación con el aborto es sólo un 
ejemplo. 
A la luz de estas reflexiones uno se 
puede inclinar a pensar que la conexión 
en1re libertad de conciencia y objeción 
de conciencia es de tal naturaleza que, 
el re al pretender li milar la segunda 
terminó afeclando la primera. 
Con justa razón cabe preguntarse qué 
haní el re cuando un recurrente en 
amparo plantee que incumplió un deber 
jurídico porque éste era incompatible 
con us dictamen de conciencia y vio-
laba su libertad ideológica y religiosa. 
-'¿Cahe imaginar que el il!lérprete cons-
titucional no se plantee siqtliera la jus-
tificación de ese mandato o prohibición 
que, e1l definitiva, limita la libertad?. 
¿rechazará el recurso admiriendo que 
el contenido del arl . !6 tlO tiette nada 
que ver con la irifracci6n de debere.1 
jra-rdicos por morivos morales?"' Apli-
c¡mdo en rigor la doctrina de la sre 160/ 
1987 y concordantes_ tal planteo debe-
ría ser rechazado.' 
A qué quedaría reducido entonces el 
contenido esencial del a1t. 16., si ya no 
es eficaL para salvaguardar la libertad 
que consagra. de las accione~ intrusivas 
o !imitadoras del legislador? Acaso es 
aceptable que el TC se rehuse a realizar 
un control constitucional de normas que 
impongan deberes a los ciudadanos. ~us­
ceptiblcs de colisionar contra lo~ bienes 
protegido; por el art. l6_ por el senciUo 
argumento de que no existe un derecho 
general a la objeción de conciencia? 
Creo que estos planteas ayudan a 
demostrar que en n::a lidad lo que llama-
mos objeción de conciencia no es ni más 
ni menos que una forma del propio ejer-
cicio de la liberlad de conciencia. Pero 
esto no debe llevamos a concluir que la 
expresión objeción de conciencia care-
cer! a de función en una doctrina amplia 
de la libenad de conciencia. 
La peculiaridad de la objeción de 
concrencia radica en que el ataque al 
deber cuestionado no pretende e~tpu bar 
del ordenamiento jurídico la norma que 
lo insl ituyc; sino que simplemente se 
limit;1 a exigir una excepción a su cum-
plimiento por parle del ~u jeto afectado_ 
Pues precisamente la función de la 
objeción de conciencia con;btirá enton-
ces en una suerte de actualizador indi-
vidual permanente del contenido de la 
libertad de conciencia. Sería un modo 
de u justar el contenido abstracto de tal 
derecho a lu; distin1os casos particula-
res que, bajo ciertos lími te~ (no daño a 
terceros y no vulneración de bienes 
constitucionales). presentarían ser ias 
razones de conctencia individual para 
oponerse al cumplimiento de deberes 
legalmente impuestos- Por cicrlo que 
depcnd<:rá del grado de justificación del 
deber y de la ponderación que haga el 
tribunal en cada caso_ la suerte que se 
siga del planteo de la objeción. 
Creo que éste es el sentido bajo el 
cuál tiene relevancia hablar de un dere-
cho a la objeción de conciencia como 
Así. GASCON ABELL,\N_ Ma-
rmn_ op. cil p. 307 
" Con JU,ti ficado op~inli Snl(), ta ~u­
torn cilnda c;timn que el re. frenlc 
n uncr:t\O a,:,f. ··r~sresnrtí por in -'l'll-
ralla di' la lrt!mrenf wica conJ-ulu· 
c'IO!Iallo q11e llaMa sido e~¡w!Jado 
por .fll p¡,~nn" : porqlll' SCKI ÍII SU 
upin ÜÍJJ "aceptar es~ r:m!flrctv e in-
rt r rogar.ft' .wb" Jajus/ificactóll del 
cM>rr jurld1w o sobre Sil necesidad 
t'IJ ortltm a la pr~.r:tn:nrrón de al· 
giÍu bic!n (UflStitucrom~ l. et¡ub a{e ... 
o rtconor~r rm dí!rr'cho r:t-.nt!!.ral a 
la objcculn dt concreuda tn el art. 
16.1: tsdedr, t'quiva/ ;> a rt!CatiOrtr 
que t•l Jnjero uifruc:rorliCtuaba ¡u·,. 
11ur Jncif' ampm·min fXJT :w derí'rho 
u la libertad dt conciencia .~ (]tll!. 
pnr ramo, ftUo putrff! frtr .~allcimlt1· 
du traJ rma panút•rac•ón en lll que 
..,, ncrtriirl' qur rstt df>rtclw ha dP 
du&legur.se cm/{1 rm d( btr jundito 
qut' trlltfla mm tlt'~rhf" GJtlrn o a l · 
grír1 bi{ln CQilSirtm:umaf' op. cllue. 
Cll . 
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' N I NO. Corto, S. ··(uca y Uc"'cho< 
Human.;,, · Un crhayo de funda· 
mcnlac:rón". I 4 Cd!Ción P.1u1o,, Bue· 
110' Aire>. 1984. p. 135 
" Re>pccto a la conrtguroctón del 
contenido e<encial de un derecho a 
lrJ\16 de un pnnc1pio de lilCiuradoc· 
tnnal. cnticoUu que C'1 un lt"Cll f'V 
válido y >t~ue lo l" "'cnpto por el 
TC cn '" Sentcnct;t lt /t981 que e'-
tabi{'CIÓ. con referencia al c:onrcm-
do e'>cncial del derecho subjcti\ro 
rccogtdll en el art. 53 C.E .. que el 
mi'imo "pt;~d~ detrrmiuarsr a¡wr-
l tr t!el 11p u abstr liCin, cm:cep .. 
trmlmt;ll/t' prt~'IQ al momt lito lc'XI5 
lalti'IJ, q11e re,,u/m de /tu 1deas gt·· 
nemli:.ador¡ o cmn ICCIOilt'J glnt ,·a/-
mentt• admindus t 11trc los JUrl rws. 
lo~juPces )~en ¡;eueurl, los l!'if'Jt!cia -
lt.lllt~ en Drrl'cho. dr mudo c¡rlr COIIS· 
tilll\'t tJ t i comt'mtln ~senda/ dr W l 
dtrc•clro subje1i1~v cjqrtellas faculra-
dt,S o pn<:ihi!uilldt-: tit' nci tw cióJI 
m:c-L':.orius para que· el ckrrclw sru 
runguoclb/r (sic) Nnnn ptnlneuu 
(1 /lipo dt•n·rrpr,," 
11 En E; tado; Unidos el Fa llo 
Rrounfold v. f\rown. 366 US l. To-
nmúo. j unlo con alguno~ de lo'\Oir os 
l!jemplo..,- ;)unquc el ~llHOr no com· 
purtt.: lu :,olw:ión LhuJa aquí -. de 
QUIROGA LAV IE, II11mll.:no "D.:-
ti!chu a la llllimic.lall y Objc.t:ióu de 
Com~ icnci:~". ln'itituto de E~tudios 
Cun,lituriunalc>. Bugotil C" l) p. 69. 
1t Entic.Jl(JO <¡uc ~.:sto y 110 orra co~a 
e~ lo <¡uc c,;.pre\3. el TC en ~~:u Sen-
tenc ia 110/1990 cuando sostiene: 
(~Cierttrmtme. lt t !ibt•rlod ideotógi-
c.t ... no se tJ!(Oitl en 11m1 dimensión 
iJitl'nrfl ti~/ tletPChQ ll fUfoprar ww 
dell!rminado pos1t.:16 , imelt·<.·Junl 
nnu• ltt \•itln \ cutmro le COJICit?rne ) ' 
a rt'prrJtmtaru enj rucior In reafidad 
s ttgú" prnont1les (·ondcrio t1es. 
('7.1mprem1~. cnlétm r,:,, mm almefl.'l lcm 
e \terna dt' ogert' hcert!, cmJ nrreglo 
n las propias hle11s •dn s1if1ir por rilo 
stmciÓII o demériw m pttdt!crr la 
compulshSn o la btje ,·e11da dP los 
pmlt'rt>S pi;bJic:os." 
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una concreción de la libertad de con-
ciencia. 
Si se presta atención al contenido del 
dere~ho a la libertad de conciencia. se 
puede ver que básicamente éste consis-
te en la no imposición de contenidos 
morales por parte del Estado o terceros. 
a los indi\'iduos. Funciona así. como un 
deri v:1do del principio moral de autono-
mía de la persona. que prescribe -según 
la e laboración de C.S. Ni no- que ·'sien-
do valiosa la libre elección indiridual 
de plane.! de vida y la adopción de idea-
les de excelencia human11, el Estado (v 
lo., demtü individuos) 110 debe ime!fe -
rir COl! esa elerció11 o adopción. limi-
I(Índose a di,·e•inr i11stituciones queJa-
cilite•lla persecución indil•idual de esos 
planes de l'ida y la sarisfaccióll de los 
ideales de ¡·irwd que cada uno suste11te 
e i111pícliendola ímerferencia mwtw en 
el curso de tal persecución··> 
Como se ve. un derecho configura-
do bajoc>tc p1inci pio"' opera como pro-
tección de los comenidos que cada uno 
elija para configurar su esquema moral 
que será el patrón de su comportamien-
to. Esa protección, por lógica conse-
cuencia. debe ir má1 allá que la ponde-
ración que se podría hacer entre el de-
recho a la Jibenad de conciencia en su 
conrenido mínimo general (que es ne-
cesariamente abstracto) y un mandato 
legal. Porque el objeto de la protección 
que se deriva de aque l principio gene-
ral. consiste precisamente en el conte-
nido de la elección de cada uno de los 
individuos. 
Puede ser. que un mandato legal afec-
te directameme el contenido general y 
abstracto del derecho a la libertad de 
conciencia, como sería por ejemplo el 
caso de que se impusiese el deber gene-
ral de declarar la afinidad política como 
requisi10 para ingresar a la func ión pú-
blica. En este caso, a tal deber le rcsul· 
wrá oponible el derecho de libertad de 
conciencia en su configuración genéri-
ca y se podrá pretender razonablcmenle 
su eliminación del ordenamiento jurídi-
co. 
Pero lu que puede suceder también . 
y es lo que sucede en los llamados ca-
sos de objeción de conciencia, es que 
contra lo que el mandato legal en cues-
tión colisione no sea sino el particular 
contenido que el sujeto objetante le ha 
dado a sus convicciones morales. Lo que 
se esgrimirá aquí. no será ya una liber-
tad abstracta, sino la protección del con-
tenido concreto que. en función de di-
cha libertad, cada ciudadano tiene de-
recho a exigir. Así ocurre en el caso del 
médico que opone sus convicciones 
morales en el caso del ahorto; en el caso 
de los que se oponen por cuestiones re-
ligiosas a honrar los símbolos patrios o 
a practicarse transfusiones de sangre; 
negarse a enviar a los niños a la educa-
ción pública después de cierto nivel, o 
negarse un judío ortodoxo a cerrar un 
comercio el domingo, o no dejar que lo 
cierren el sábado." 
Estos son casos típicos de objeción 
de conciencia porque, vale la pena in-
sistir en ello. Jo que se pretende prote-
ger es el pm1icular contenido moral que 
cada uno ha elegido como base para su 
modelo de comportamiento. y conse-
cuentemente. no se pretende discutir la 
validez general de deber en cuestión, 
sino sólo la posibilidad de ser eximido 
en atención a dicha protección. Ahora, 
esa pretensión sería absurda si no fuera 
por el hecho de que en virtud del dere-
cho a la libertad de conciencia. justifi-
cado moralmente por el principio de 
autonomía de la persona, tal elección y 
consecuentemente, ta les contenidos par-
ticulares, han sido previamente consi-
derados. prima Jacie, como relevantes 
y dignos de protección11• 
Esto significa que la relación L.C. 
....¡ O.C, debe admitirse si se admite el 
significado que se ha dado con respecto 
al antecedente. O bien que, negar dicha 
relaciÓn, como parece ser la postura del 
TC, lleva forzosamente a reducir de 
manera significativa el alcance de L. C .. 
conviniendo su protección, en la pro-
tección de una libertad vacía de conte-
nido. 
Significa también que. cuando se 
afinna que la O.C es una concreción de 
la L.C .. como admite el TC pese a su 
inconsecuenci~ posterior. lo que se hace 
es entender a aquélla como un modo 
particular de ejercicio de la L. C., y pur 
lo tanto no hay motivo alguno para de-
cir que no se trata de un derecho funda-
mental, cuando ewo característica no e' 
pue>la en tela de juicio respecto de la 
L. C. 
Ahora bien. son estas conclusione~ 
sostenible bajo el ordenamiento consti-
tucional español? 
Creo que definitivamente es afi rma-
tiva la re puesta y para mayor funda-
memo basta atender a las razones emi-
tidas en el voto particular fonnulado por 
el Magistrado Carlos de la Vega Bena-
yas. con moti•o de su disidenc1a en la 
STC 160/1987. Entiendo que las razo. 
nes allf alegadas, a cuya lectura remito 
brevitatis causa. son razones que pre-
tenden respetar el marco cu11stitucional 
positivo ele España, y al mismo tiempo. 
guardan una estrecha relación con la 
e•tnoctura del razonamiento expueMo 
mis arriba. 
También en la doctrina. que por ¡gua-
les razones de brevedad a su lectura re-
mi tu. se puede encontrar una re>pucsta 
afirmativa al interrogante planteado 1• 
3. SOB RE EL TEMOR A 
LA OBJECIÓN DE CON-
CIENCiA 
Finalmente, es de rigur prommciar 
algunas palabra• en relación al temor 
que suscita la adopción estas ideas y que 
subyace en las sentencias comentadas. 
cuando el TC Utiliza expreSIOnes tales 
como ""el riesgo anejo de relati1•i~or lo.~ 
numdaltl\ jurídico", o bien cuando re-
fiere que un derecho general a la obje-
ción de conciencia ""siguijicarfa la ue-
gaci6n mi1ma de la idea de Estado". 
En primer lugar, coincido en esto con 
Guillermo Escobar Roca cuando sostie-
ne que dicho "temor de wwrqufa y di· 
solución del Estado aparece como una 
dura 1 qui:ás iwer. ·lt~da t·w~eración. 
encubridora de la ult·olor:fa del nuedn 
a la ltbenaá" ' 
Efectiva111e01c. el TC parece confun-
dir el reconocimiento del nlc,mcc tle un 
derecho fundamental cnn el reconoci-
mi~n to de un derecho ab>oluto. 
Entendiéndolo b:\io la po~ibil idad de 
hmitación con que son entendido~ to-
do los derecho>. el planteamiento de la 
objeción de conc1encin lo llmco que hace 
es poner en duda l o~ lnnite' del dere-
cho a la libenad de com:icnci<O y obliga 
a replantear (frente a cada caso) la pre-
valencia de tal principio con rei.JCIÓn a 
deberes jurídicos que C'.Jgcn de lo' on-
dil iduos algún grado ;erio de sncoilicio 
de d1cha libertad. Pero C\IO e' lo que 
sucede con cualquier otru derecho. Lo 
que sí exige es que a tr.11 é' de una ju 
risprudencia coherente. tales límotes 
adquieran nitidez y ;can :tceptnblcs a la 
l u ~ de los estándares comt itucionale\. 
En la STC 120/ 11)90 del 27 de junio 
de 1990. el TC proporciona una IJUcna 
serie de pautas para evaluar la' limita-
ciones a los derechos fundamentales, 
que entiendo bien podrfan cxtender~e al 
análisis de los ca,os de objeción de con· 
ciencia. Transcnbo los .lspccto' esencia-
les: 
" ... com·ietle rene, ¡>Jf'St!Hit! t¡LU!. ele 
ww parte sólo unte /01 limite\ que lo 
propia Ccm:.ritucirín e.\fJI"f!\ll/1/ l'llte im-
pou¡:a al definir cut/a dereclw n m11e /e>.\ 
que de manera mediaw o mdirectcr de 
la misma se mfi<'rwl a/le.\11 /tar justifi-
cado.< por la necesidad de prt'serl'nr 
mms dererluJS comtitud rmalmenle pro-
legidu; , ¡medm cede,· /m tlerechosfim-
damentales (SSTC 111198 /.fwu/amento 
JUrfdico r: 2/1982 ftmdamento Jllrüli-
( 0 5": 1/01/984 fundamento jurMico SO). 
) de otra que, en todo cr1,10. /m limita-
citme., que se eMable~can no Jmeden 
oll.llruir PI derecho ""más allá de lo ra-
:onab/e" (STC 53/1986. ft mdamemo 
jurfdico 3•;, de modo que todo acto o 
resolución que limite dererlws ftmda-
mentales ha de ase¡:umr que las me,/ i-
das /imitadora' ~ean ""necel"arw.< para 
Vrr 1<.~' (.¡)l. l' " 13dd' dl~ ~t.lrlna. 
Ga.-.:.,nAhc:llnnrlhtd p. JU~ ·319¡ 
y de GUJ tlcnnll F..co.lb.Jr Ro.:a (lbtcl. 
p. 170 20.1¡ hte llllnno nll31u.u 
cun C'I"-'U"I det,JIIc el C\IUdO de lo 
~w,JC\UÜn .:.n f~1 doctnna nlllMIIUCIO· 
n,llc''pauol<l. haciendo wmbicn n:· 
tc.rcnuil n l:t cl~,x:-tnn~t del derl!..:hu 
l"'t: lt:",lohtu.;:o. 
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crmse¡;uir el fin perseguido" (SSTC 621 
1 982.fimdamenro jurídico 5"; 1311985, 
fundamento jurídico 2•¡ y Ira de aten· 
der a la "proporcionalidad entre el sa· 
crificio del derecho y la .fitllación en que 
se halla aquel a quieu ¡e le impone" 
( STC 37// 989, fundamento jurídicor) 
y. enwdo caso, respetar su cometido {sic 
¿comenido ?J ese11cial (SSTC /l/1981. 
fundamento j rrrídico /0°; 196/1987Jun· 
dwnento jurídiro 4. 5 y 6; 197187, ftm· 
domen/u jurídico 11 ), si f(fl derecho aun 
pude ejercerse." (F. J. 8") 
En la misma sentencia con relación 
a la libertad ideológica: 
El a rt. 16.1 CE gawnti~a la libenad 
ideológica sin más limitaciones en sus 
mmrijesraciones que las necesarias para 
el mawenimienlo del orden público pro-
tegido por la ley (STC 20/1990,fimda· 
mento jurídico 3") ... 
... para que los acros de los poderes 
príblicos puedart ser wutlados por vio-
laciones de la libertad ideológica reco-
nocida en el arr. 16.1 CE es cuando 
menos ¡Jreciso, de ww parte, que aque· 
/los perturben o impidan de alglÍnmodo 
la adopción o el mantenimielllo en li-
bertall de tuu1 deremlinada ideologfa o 
pensamiemo y no simplemcme que se 
incida en fa expresión de determinados 
cri1erios - por mas que ello pueda te-
ner relevancia ex art. 20. 1 CE-. De 
arra, se exige qrte entre el contenido y 
soste11imiemo de éstos y lo dispuesto en 
los actos que se combatan quepa apre-
ciar una relación de causalidad suficien-
te para cmicu/ar la imputación de ilfci-
to constillrcional." IFJ /0) 
Creo que bajo pautas similares pue-
den ponderarse los casos de objeción de 
conciencia general sin que el temor de 
la disolución de l Estado justi fique su 
negativa. 
Para concluir, quiero citar dos pen-
samientos antitéticos: el primero, repre-
senta el temor a la libertad de concien-
cia y encuentra su contexto en el pensa-
miento conservador antiliberal de la res-
tauración. El otro, corresponde a uno de 
los padres de la tolerancia, que entien-
do, es el valor qt1e ~obrcvuela perma-
nentemente las discusiones en torno a 
la libertad: 
''La cuna del hombre debe estar ro-
deada de dogmas, de modo que cuando 
despierte su razón, encuen/re que todas 
strs opiniones estrín ya ltecltas, por In 
lll CIIOS aquellas que aUtñen a su conduc-
ta. Nada más imporumte para e/ lwm-
bre que el prejuicio". (Joseph de Maistre 
- 1753-1821-, Études sm lasouverainité, 
l, X - Tomado de Giner, Salvador, His-
toria del Pensamiento Social, Aricl, 
Barcelona 7' ed. 1990, p. 403) 
"Nin¡¡ún camino por el que yo all(lll· 
ce en con1ra de los dicrados de mi con· 
ciencia me llevará a la mansión de los 
bienaventurado.,". (Jolm Locke, Carta 
sobre la Tolerancia, Edición a cargo de 
Pedro Bravo Gala, Tecnos, 1998, p. 33) 
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